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respecto la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico 

Español. 

 

Segundo. En atención al régimen legal puesto de manifiesto, desde 

las dependencias de este Archivo Central se procedió a realizar la 

oportuna búsqueda documental sobre lo interesado, con los 

siguientes resultados: 

 

- Se comprobó no constar entre los fondos en custodia ninguno 

identificado como procedente del Servicio del Mutualismo Laboral 

(1940-1978), ni de las Mutualidades Laborales propiamente dichas, 

así como tampoco de la Delegación General de Universidades 

Laborales (1957-1978) o Universidades Laborales particulares. 

- A falta de dichos fondos, se realizó una búsqueda sobre el fondo de 

la Dirección General de Previsión, de la que dependieron en 

determinados momentos las Universidades Laborales y cuya 

documentación evidencia tales relaciones, así como de los cursos 

financiados en Universidades Laborales por el Fondo Nacional de 

Protección al Trabajo, habiéndose examinado la siguiente 

documentación, sin resultados positivos en ningún caso: 

o (s/nº) Cursos de Promoción Profesional de Trabajadores 

(Expedientes de cursos a cargo de Universidades Laborales de 

: 44 expedientes en total); 

o RE 1973/20 Autorizaciones de gasto Gerencia Nacional del 

Programa de Promoción Profesional Obrera (gastos cursos de 

formación; 14 legajos) 

o RE 1974/184 Becas Cursos de Promoción Profesional de 

Trabajadores (14 legajos) 

o RE 1976/10 Consultas y actas de Universidades Laborales 1962-

1974 (16 legajos9 

 

En atención a los referidos antecedentes y fundamentos, esta 

Secretaría General Técnica 
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RESUELVE: 

 

Declarar la imposibilidad material de proporcionar al interesado la 

información solicitada. 

 

Contra la presente resolución, que pone fin a la vía administrativa, 

podrá interponerse recurso contencioso-administrativo ante los 

Juzgados Centrales de lo contencioso-administrativo en el plazo de 

dos meses, a contar desde el día siguiente al de la notificación, de 

conformidad con lo dispuesto en los artículos 9.1.b) y 46.1 de la Ley 

29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa 

o, alternativamente, recurso potestativo de reposición ante el mismo 

órgano que lo dictó en el plazo de un mes, de conformidad con lo 

dispuesto en los artículos 123 y 124 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 

del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 

Públicas. 

 

 

LA SECRETARIA GENERAL TÉCNICA 

P.D. (Orden TES/1217/2021, de 29 de octubre, BOE de 9 de noviembre) 

El Subdirector General de Informes, Recursos y Publicaciones, 

 

José Antonio Fernández Mahillo. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

  




